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San Luis Potosí, San Luis Potosí, cinco de abril de dos mil veintidós. 

V I S T O S para resolver los autos del toca 5/2021/SS, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado por ********** en su carácter de Síndica Municipal y representante legal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, el trece de enero de dos mil veintiuno en el Buzón de Promociones de Vencimiento de Término de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en contra de la resolución de cuatro de diciembre de dos mil veinte, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo 293/2018/2; turnado a ésta Sala Superior el veintiséis de enero siguiente, mediante el oficio TEJA/2SU/007/2021/SA, signado por el entonces Magistrado de dicha Segunda Sala Unitaria; y,

R E S U L T A N D O

I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer del presente asunto.

SEGUNDO.- La parte actora acreditó los extremos de su acción consistente en la rescisión de un contrato administrativo de obra pública, en consecuencia;

TERCERO.- Se declara la rescisión del contrato de obra pública suscrito el **********, por la empresa actora y el ********** demandado por causas imputables a este último; bajo las consideraciones, fundamentos y motivos desarrollados en el Considerando sexto del presente fallo.

CUARTO.- La forma en que se cumplimentara este fallo como consecuencia de la anterior declaración de rescisión del contrato, por una causa imputable al Ayuntamiento demandado, una vez quede firme esta sentencia, será a través del procedimiento correspondiente que concluya en la emisión de un finiquito debidamente fundado y motivado que la autoridad demandada deberá realizar bajo sus respectivas facultades, debiendo tomar en consideración lo establecido en el ordinal 51, fracción I, de la Ley de Obras Publicas y Servicios Relacionados con las Mismas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, así como la cláusula Quincuagésima pactada en el contrato que se declaró su rescisión y la diversa Cuadragésima Novena con la que encuentra relación; conforme a lo resuelto en el Considerando Séptimo de esta sentencia.

QUINTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y mediante oficio a la autoridad demandada.”
II.- Cabe señalar que por acuerdo de catorce de diciembre de dos mil veinte, se determinó procedente la solicitud de aclaración de sentencia hecha valer por el autorizado de la persona moral actora **********para los efectos siguientes:

“(…)

Ha resultado procedente la solicitud de aclaración de sentencia, razón por la cual se aclara que por un error mecanográfico en el considerando séptimo de la sentencia definitiva dictada en el presente asunto, en la parte en que se analizó y estableció la forma en cómo se debe cumplir con dicha sentencia –reverso de las fojas 109 y 118-, así como en el resolutivo cuarto de la misma, se citó el artículo 51
 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, cuando debió señalarse el diverso artículo 58, fracción I
 de la citada de Ley de Obras, razón por la cual la cita en la sentencia del primero de dichos artículos deberá entenderse que como si se hubiese realizado respecto del supuesto normativo del artículo que de manera correcta debió señalarse y que corresponde al segundo y último de los preceptos en mención, es decir, al artículo 58, fracción I de la multicitada Ley de Obras.

Cabe precisar que la aclaración anterior no varía la substancia de la sentencia, en virtud de que el error mecanográfico se desprende del propio contexto de la sentencia en la cual esta Juzgadora al referirse a la cuestión de fondo relacionada con la pretensión de la empresa actora –pago de trabajos ejecutados y gastos no recuperables-, por las circunstancias en que se determinó procedente la acción de rescisión de contrato y la ausencia de elementos idóneos ofrecidos en juicio para decidir sobre esas pretensiones planteadas por la actora, estimó que se requería del procedimiento que concluyera con la emisión de un finiquito, en el cual ineludiblemente debe observarse la disposición que se relaciona con aquellos conceptos que planteó en sus pretensiones la accionante y que tienen relación con la rescisión del contrato, aunado a que claramente el artículo citado por el error mecanográfico no contiene fracción alguna.

En ese sentido la aclaración correspondiente tiene como único efecto subsanar la contradicción entre lo sostenido en la resolución definitiva que se aclara y el precepto que se relaciona con esas consideraciones que en parte del estudio de fondo se citó correctamente, lo cual resulta acorde con lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 254 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, pues al realizarse dicha aclaración se enmienda el claro error mecanográfico y permite ajustar a la realidad el fallo conforme a sus bases y fundamentos sin variarlo de forma alguna.

Resulta ilustrativo al criterio anterior, en lo conducente, el criterio sostenido en la tesis cuyos datos de identificación, rubro y contenido son los siguientes:
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ACLARACIÓN DE SENTENCIA, ALCANCES DE LA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO). (…)”
III.- Inconforme con la referida determinación, ********** en su carácter de Síndica Municipal y representante legal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, interpuso el presente recurso de apelación, por escrito presentado el trece de enero de dos mil veintiuno, en el Buzón de Promociones de Vencimiento de Término de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con número de folio 95356 y recibido en esta Sala Superior el veintiséis siguiente; atendiendo a que por auto de veintidós de enero de dos mil veintiuno
, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, el entonces Magistrado de la Segunda Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación con los autos del expediente 293/2018-2, en dos tomos.
IV.- Por acuerdo de veintidós de febrero de dos mil veintiuno
, se admitió a trámite el recurso de apelación, planteado por ********** en su carácter de Síndica Municipal y representante legal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, personalidad que acreditó de conformidad con lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 220 del Código Procesal Administrativo de este Estado
, al señalar la Publicación del Periódico Oficial del Gobierno del Estado “Plan de San Luis” de treinta de septiembre de dos mil dieciocho, donde consta la integración de los cincuenta y ocho Municipios del Estado; ordenándose notificar y dar vista con copia del escrito de cuenta a la parte moral actora **********,**********para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere.

V.- Mediante oficio TEJA/2SU/024/2021/SA recibido en esta Sala Superior el cuatro de marzo de dos mil veintiuno
, el Magistrado de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal, en alcance al oficio TEJA/2SU/007/2021/SA remitió los cuatro tomos complementarios y dos cuadernillos incidentales
 del expediente 293/2018-2, los cuales se encontraban en el Juzgado Tercero de Distrito del Noveno Circuito con motivo del juicio de amparo indirecto 810/2020 promovido por la parte actora, los oficios 1769/2021 y 3100/2020 signados por el Secretario del citado Juzgado, en el primero comunicó que mediante proveído de veintinueve de enero del año pasado declaró firme la resolución que sobreseyó el juicio de amparo indirecto, en tanto que en el segundo, devolvió los tomos de las constancias, así como dos acuerdos de veinticuatro de febrero y tres de marzo del dos mil veintiuno emitidos por la Segunda Sala Unitaria y el acuse de recibo de oficio SA-0119/2021 dirigido al propio Juzgado en cita
. 
VI.- En acuerdo de cuatro de junio de dos mil veintiuno
, el Magistrado Jorge Alejandro Vera Noyola, quien fue adscrito a esta Sala Superior como titular por acuerdo del Pleno de este Tribunal de veinticinco de mayo de dos mil veintiuno, recibió el oficio TEJA/2SU/024/2021/SA mencionado en el párrafo anterior con los anexos y un escrito firmado por el apoderado legal de la parte actora, **********, en catorce fojas útiles; así mismo, el mencionado titular planteó excusarse del conocimiento del presente asunto, al manifestar que se encontraba imposibilitado para conocerlo por las razones que ahí expuso, por lo que mediante oficio SS/30/2021 dirigido y presentado el nueve siguiente a la Magistrada Presidenta Ma. Eugenia Reyna Mascorro, solicitó que de conformidad con los artículos 4 fracción XX, 10 y 11 segundo párrafo del Código de la materia se diera el trámite correspondiente a la excusa planteada.

VII.- En sesión de veintidós de junio del dos mil veintiuno el Pleno de este Tribunal calificó procedente la excusa hecha valer por el Magistrado Jorge Alejandro Vera Noyola y se instruyó a la Secretaria General de Acuerdos para que mediante oficio convocará para conocer del presente asunto a la Magistrada Supernumeraria María Manuela Kalixto Sánchez. 

VIII.- La Secretaria General de Acuerdos dio cuenta al Pleno de este Tribunal, en sesión de dos de septiembre del dos mil veintiuno, con el escrito presentado por la Magistrada Supernumeraria María Manuela Kalixto Sánchez el dos de agosto de dos mil veintiuno
, ante la Oficialía de Partes de este Tribunal, en el que en relación a la convocatoria para conocer del presente asunto, expuso que se encontraba impedida para ello, en virtud de configurarse la causal de impedimento prevista por la fracción I, del numeral 4, del Código Procesal Administrativo para el Estado; por tanto, los Magistrados integrantes del Pleno dieron cuenta con las razones expuestas por la titular numeraria convocada  (con abstención del Magistrado Vera Noyola) y se acordó llamar para tales efectos a la diversa Magistrada Supernumeraria Heidy Yazbe Ruiz Alvarado.

IX.- Mediante escrito presentado el catorce de septiembre de dos mil veintiuno
, ante la Oficialía de Partes de este Tribunal la Magistrada Supernumeraria Heidy Yazbe Ruiz Alvarado manifestó su conformidad y aceptación del cargo conferido para conocer del presente asunto, libelo que fue acordado mediante proveído de cuatro de octubre de dos mil veintiuno
.
X.- Por auto de catorce de diciembre de dos mil veintiuno
, se dio cuenta con el acuerdo de Pleno de este Tribunal de trece de diciembre de dos mil veintiuno, en el cual se adscribió como titular de la Sala Superior al Magistrado Claudio Alberto Alvarado Barragán, por lo que se ordenó notificar dicha designación a las partes
 para los efectos legales conducentes.

XI.- Por acuerdo de diez de febrero de dos mil veintidós
, se agregó copia certificada del acta emitida por el Pleno de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa en cuya sesión de uno de febrero de dos mil veintidós, entre otros puntos, se dio cuenta con el escrito de la Magistrada Ruiz Alvarado, por medio del cual devolvió jurídicamente los autos del presente asunto a la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal, atento a las razones expuestas por la referida titular. 
Con base a lo anterior, el Pleno determinó que en atención a que ya no subsistía el supuesto de excusa planteado por el otrora titular de la Sala Superior, se determinó que el nuevo titular Magistrado Claudio Alberto Alvarado Barragán se avocara al conocimiento y resolución del mismo; acuerdo que fue debidamente notificado de manera personal a la actora y por oficio a la autoridad demandada
.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. 
Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer del presente recurso de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II, 23 fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los numerales 12 de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas, para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, 137 y 138 del Reglamento de la citada Ley de Obras Publicas y Servicios Relacionados con las mismas, por tratarse de una controversia en la que se plantea la rescisión de un contrato de obra pública, y 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.
SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado.

“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; 

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
“ARTÍCULO 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código. 

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.
Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el c aso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar la ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal. 

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.
Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO. Legitimación
. El recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima, ya que se trata de ********** en su entonces carácter de Síndica Municipal y representante legal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, personalidad acreditada de conformidad con lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 220 del Código Procesal Administrativo de este Estado, al señalar la Publicación del Periódico Oficial del Gobierno del Estado “Plan de San Luis” de fecha treinta de septiembre de dos mil dieciocho, donde constó la integración de los cincuenta y ocho Municipios del Estado electos para el periodo comprendido entre el uno de octubre de dos mil dieciocho al treinta de septiembre de dos mil veintiuno.

CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el primer párrafo del artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia apelada le fue notificada a la autoridad demandada y ahora recurrente el siete de diciembre de dos mil veinte (según se advierte de la constancia de notificación que se ubica en la foja 925 del expediente de origen), por lo que dicha notificación surtió efectos el ocho del mismo mes y año, de manera que el plazo de interposición transcurrió del nueve de diciembre de dos mil veinte, al catorce de enero dos mil veintiuno, en ese lapso no deben contar del diecinueve de diciembre de dos mil veinte al cinco de enero de dos mil veintiuno, al haber sido el segundo periodo vacacional de este Tribunal
, así como el doce y trece de diciembre de dos mil veinte, nueve y diez de enero de dos mil veintiuno, debido a que fueron inhábiles por ser sábados y domingos; por lo que si el recurso de apelación se presentó el trece de enero del dos mil veintiuno, se interpuso con la debida oportunidad.
QUINTO.- Análisis de Procedencia. Previamente a entrar al estudio de los agravios expresados por el recurrente, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente y por tratarse de un aspecto conforme a la estructura procesal que exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido
, se estima necesario resolver sobre la procedencia del recurso de apelación conforme a lo establecido por el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el que se transcribe literalmente:

“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el asunto por sus características especiales se considere de importancia y trascendencia, para los casos en que la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso, en contra de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia, violaciones procesales, resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y las previstas en la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado.
En este sentido, con la finalidad de obtener un panorama jurídico del asunto de que se trata, es procedente destacar las circunstancias que acontecieron en el procedimiento de donde emana la sentencia recurrida.

a). Por escrito recibido en la Oficialía de Partes de este Tribunal el veintisiete de marzo de dos mil dieciocho, **********en su carácter de Apoderado Legal de la persona moral **********, promovió Juicio Contencioso Administrativo en contra del Municipio de San Luis Potosí, por conducto del Síndico Municipal, o bien por aquella unidad administrativa en quien recayera su defensa jurídica, en el que demandó la declaración de rescisión de un contrato de obra pública, en los términos siguientes:

“(…)

Respetuosamente comparezco para demandar la declaración de rescisión del contrato inherente al Proyecto Integral Llave en Mano, celebrado con fecha 7 de marzo de 2012, por mi representada y el Municipio de San Luis Potosí, cuyo objeto se hace consistir en “(…) un Proyecto Integral Llave en Mano, consistente en el diseño, suministro, instalación, construcción, operación, funcionamiento y la elaboración de los estudios necesarios, el financiamiento total de los mismos, así como la construcción, Equipamiento, instalación, operación, aprovechamiento, Registro como proyecto de Mecanismo de Desarrollo Limpio (MDL), compra venta de Certificados de Reducciones de Emisiones (CER’s), la contratación de tecnología que resulte necesaria para la captura, eliminación y aprovechamiento del Biogás contenido en los “SITIOS” en el territorio del municipio de San Luis Potosí (…)
Acción que ejerzo con fundamento en lo dispuesto en los artículos 150 fracción I, de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Estado de San Luis Potosí (en lo sucesivo LOPSRM o la Ley); 137 y 138 de su Reglamento, así como conforme a lo estipulado en el primer párrafo de las cláusulas Cuadragésima Novena, Quincuagésima y Quinguagésima Segunda del contrato público que nos ocupa. 

ACTOS MOTIVO DE LA ACCIÓN DE RESCISIÓN. 
A. El acto omisivo, consistente en el incumplimiento atribuible a la demandada, a razón de la falta de entrega de los sitios de disposición final o predios en donde se ejecutaría el proyecto integral materia u objeto del contrato, a saber: el área conocida como el Tiradero Controlado de Peñasco, localizado en el kilómetro 1.5 de la carretera a Peñasco, en el municipio de San Luis Potosí.
B. El acto omisivo, consistente en el incumplimiento del Municipio de San Luis Potosí, por cuanto al nombramiento del Residente de Obra, así como respecto a falta de apertura de la Bitácora de Obra.
C. El acto omisivo, consistente en el incumplimiento imputable a la institución demandada, en lo tocante a la falta de entrega a esta contratista de la documentación complementaria concerniente a la apertura de una nueva mega celda en el tiradero Controlado de Peñasco.
D. El acto omisivo, consistente en el incumplimiento del Municipio de San Luis Potosí, con motivo de su falta de disposición para realizar modificaciones al contrato de entrega de Energía Eléctrica, con motivo de la entrada en vigor de la Ley de la Industria Eléctrica.
PRETENSIONES. 
La declaratoria de recisión del contrato base de la acción, celebrado en fecha 7 de marzo de 2012, entre mi representada como contratista y el Municipio de San Luis Potosí, para el desarrollo del indicado Proyecto Llave en Mano, a la luz de la LOPSRM.

Como consecuencia de la extinción de la relación contractual, el pago de los Trabajos Ejecutados y Gastos no Recuperables, al tenor de las cantidades o prestaciones siguientes:

i. El pago de la cantidad de $9’301.729.99 (Nueve millones trescientos un mil setecientos veintinueve 99/100 M.N.), por concepto de Trabajos Ejecutados. 

ii. El pago de la cantidad de $426’196,045.56 (Cuatrocientos veintiséis millones ciento noventa y seis mil cuarenta y cinco pesos 56/100 M.N.), por concepto de Gastos No recuperables.

Reclamos o prestaciones de índole económica, que encuentran asidero legal en términos del artículo 150 fracción I de la LOPSRM, cuyos procedimientos técnicos o metodología utilizada para arribar a dicha cuantificación se siguen capítulos posteriores.”
b). Mediante auto de cuatro de abril de dos mil dieciocho
, el entonces Magistrado de la Segunda Sala Unitaria, admitió a trámite la demanda de referencia, ordenando emplazar a la autoridad demandada para que produjera su contestación; carga procesal que por proveído de siete de mayo de dos mil dieciocho, tuvo por cumplida en tiempo y forma (Fojas 104 a 253 del expediente de origen).
c). Seguido el juicio en todas sus fases, el doce de julio de dos mil diecinueve se desahogó la audiencia de ley y se citó para resolver en definitiva; dictándose sentencia el cuatro de diciembre de dos mil veinte
, en la que la Sala de Origen determinó procedente declarar la rescisión del contrato de obra suscrito por las partes el siete de marzo de dos mil doce, por las razones de hecho y derecho que consideró el A quo, en razón a causas imputables al Ayuntamiento de San Luis Potosí; es decir, al incumplir poner a disposición de la parte actora ********** “EL SITIO” ubicado en el **********, lo cual ocasionó un impedimento a la empresa demandante para encontrase en aptitud de cumplir con el objeto de dicho contrato.
Como consecuencia de lo anterior, el actor reclamó del Ayuntamiento de San Luis Potosí, el pago de **********, por concepto de trabajos ejecutados y **********, por concepto de gastos no recuperables, pretensión que  el entonces Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria, determinó no había quedado debidamente acreditada, sustancialmente acorde a los siguientes razonamientos:

Consideró que de conformidad con lo establecido en la Ley y Reglamento de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las mismas, para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, el finiquito es la forma para realizar el ajuste económico y jurídico de todos los conceptos del contrato sobre los que pudiera existir un desbalance al finalizarse, al ser el acto por medio del cual se expresan los saldos a favor, adeudos y obligaciones por cumplir de las partes; que si bien, en el contrato se pactó
 que en caso de terminación anticipada o rescisión del mismo, por causas imputables al Municipio, se indemnizaría al contratista por las inversiones que se hubieren realizado, por el importe correspondiente a los daños y perjuicios ocasionados, así como los flujos monetarios que dejare de percibir, previa sentencia dictada por la autoridad jurisdiccional competente, esto se refiere únicamente a la declaratoria de rescisión de contrato, y de ser el caso y tener los elementos suficientes, se realizara el pronunciamiento respecto de la indemnización correspondiente.

Que si bien, para acreditar los importes erogados por los trabajos ejecutados y gastos no recuperables, la parte actora ofreció como pruebas, diversas documentales mismas que obran agregadas a los autos en los tomos complementarios
; así como la inspección en el Relleno Sanitario de ********** y en el **********, así como la auditoría integral ambiental, realizada a los servicios públicos municipales, Infraestructura Urbana y Recursos Naturales del Municipio de San Luis Potosí (destacando la omisión de la accionante en ofrecer prueba pericial), siendo desechadas estas últimas (las inspecciones en el Relleno Sanitario de **********en el ********** y la auditoría integral ambiental) en acuerdo de siete de mayo de dos mil dieciocho. 
También, cierto es que en dicho proveído, el resolutor destacó que el actor respecto de dichas documentales fue omiso en relacionarlas detalladamente para definir como se sustentaba con las mismas, a través de algún documento de fácil interpretación, la forma en que podían vincularse con alguna parte del proyecto que amparaba el contrato rescindido, para que no existiera duda alguna de que efectivamente hubieran sido erogaciones derivadas del contrato rescindido y como parte de los gastos necesarios para la vida de la empresa en virtud de dicho proyecto.

En virtud de lo anterior, sostuvo que para que el Municipio se encuentra en obligación de efectuar los pagos, de acuerdo con el numeral 58, fracción I de la Ley de Obras Publicas y Servicios Relacionados con las Mismas, para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, ordenados por fallo emitido por autoridad competente, deben estar debidamente comprobados y relacionados directamente con el contrato base de la acción, lo que en concordancia con artículo 273 del Código de Procedimientos Civiles del Estado
, le correspondía al actor acreditar en el juicio, sometido a su potestad.
Lo cual a consideración del Magistrado de la Segunda Sala no aconteció, ya que tales documentales con las que pretendió acreditar su derecho de pago bajo los rubros anteriormente especificados -trabajos ejecutados y gastos no recuperables-, no contaban con medio de convicción que las respaldara, como lo sería el ofrecimiento de pruebas periciales con las que se pudieran relacionar los pagos pretendidos. Máxime que dicha pericia, tiene como finalidad dar luz al Juez sobre cuestiones que ignora dada su especialización, y que forman parte de la controversia, al ser esta prueba el medio de convicción indirecto, dado que se basa en el análisis de otros elementos probatorios.
En ese aspecto, respecto a los documentos que ofreció el accionante, consistentes en el análisis financiero preparado por “**********.” (sic) y el informe de evaluación, de noviembre de dos mil quince, elaborado por la “**********” (sic); con los que se pretende justificar el derecho al pago de $********** (********** M.N.); sostuvo que se trataba de documentales privadas que no tenían el alcance de sustituir una prueba pericial, al no haber sido emitidas por un perito especialista debidamente identificado y registrado ante la Comisión del Registro Estatal de Peritos en esta Entidad Federativa.

De ahí que, la Segunda Sala Unitaria determinó, que no contaba con los elementos suficientes para pronunciarse respecto a dichos pagos **********, por concepto de gastos no recuperables), pues si bien el accionante ofreció diversas documentales para acreditar su procedencia, lo cierto es que no ofreció las pruebas periciales que permitieran al A quo determinar el monto propuesto, pues al ser información sobre cuestiones que ignoraba dada su especialización; como lo eran aspectos de contabilidad y financieros de una empresa, cálculo y pago de intereses, así como de los materiales, mano de obra, costos directos e indirectos entre otros relacionados a la implementación de una obra pública y no desde el aspecto legal, sino del aspecto material para llevarlo a cabo.
En tal virtud, la Sala de Origen enfatizó que carecía de los elementos necesarios e idóneos, para poder realizar un pronunciamiento del fondo de la pretensión de los pagos por conceptos de trabajos ejecutados y de gastos no recuperables por las cantidades antes mencionadas, al no haber sido allegados al sumario, los elementos probatorios idóneos por parte del accionante que revelara de forma cierta su existencia, sin prejuzgar si le asistía o no el derecho a la actora; en ese mismo aspecto refirió que el procedimiento ideal para determinar la procedencia de dichos pagos era el finiquito; pues para tal fin, señaló lo soguiente:
“(…)

Sin que lo anterior implique un pronunciamiento expreso en el sentido de que no le asista a la hoy actora dicho derecho pretendido; sino que esta Segunda Sala Unitaria careció al resolver el presente, de los elementos necesarios e idóneos en este sumario al no haber sido allegado elemento probatorio -idóneo- por parte de la accionante que revelara de forma cierta su existencia; resaltando que no por ello se deja en estado de indefensión a la impetrante, puesto que, a raíz de la declaración de rescisión previa la forma en que la autoridad deberá cumplimentar este fallo, será la siguiente: una vez quede firme la presente sentencia, la enjuiciada deberá realizar el procedimiento correspondiente que concluya con la emisión de un finiquito debidamente fundado y motivado, debiendo tomar en consideración lo establecido en el ordinal 51, fracción I, de la Ley de Obras Publicas y Servicios Relacionados con las Mismas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, así como la cláusula Quincuagésima pactada en el contrato del que se declaró su rescisión que resulta acorde a lo pactado en la diversa cláusula cuadragésima novena.

Lo anterior, por ser el procedimiento de finiquito el ideal para comprobar –en virtud de que, en el caso, durante el juicio no se allegaron los elementos idóneos-, en el caso los gastos ejecutados de la obra que pretende la accionante, la realización y existencia de las obras, así como de los no recuperables el que efectivamente se relacionen con el objeto del contrato, máxime que al no obrar en autos documentos relativos a la bitácora de la obra -por ser una cuestión alterna que escapa al pronunciamiento de esta Sala según la naturaleza del contrato-, por lo que corresponde a los trabajos ejecutados, sin que su inexistencia en su caso conduzca a eximir de su pago; lo cual hace necesario que la institución demandada conozca o se allegue por medio de dicho procedimiento de la información de la obra con aquellos documentos que la impetrante tenga en su poder y compruebe físicamente de su existencia.

Sin que se omita precisar que el finiquito que en su momento emita la autoridad demandada, constituye un acto administrativo de carácter definitivo impugnable ante este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de conformidad con lo dispuesto en el artículo 7° fracción IX de la Ley Orgánica del mismo; empero, lo cierto es que su estudio de legalidad o ilegalidad ya no podría formar parte del presente juicio, sino que, en su caso, de considerar el particular que dicho finiquito no se ajusta a sus intereses por cuestiones de legalidad, al constituir un pronunciamiento de autoridad sobre el que el presente juicio no verso, aquel podrá promover y deducir su derecho en un nuevo juicio dentro de los plazos legales al efecto previstos. 

(…)”
De manera que, decidió que si bien el actor cuantificó el monto de sus pretensiones en la demanda, no obstante ello, se encontraba impedido para determinar su procedencia ó cuantificación , pues no se aportó en el juicio los elementos probatorios necesarios que le crearan plena convicción para tal fin, y por ende, se encontraba imposibilitado a realizar un pronunciamiento de fondo al respecto, por lo que la cuantía se dejó para que fuese determinada a través del finiquito que de manera fundada y motivada realizará la autoridad demandada.

Ahora bien, en atención a que en el fallo aquí recurrido se resolvió la imposibilidad de cuantificar los montos consientes en ********** relativos a los rubros de Trabajos Ejecutados y Gastos no Recuperables, respectivamente, mismos que dejo a salvo para acreditarlos a través del finiquito que de manera fundada y motivada debe realizar la autoridad demandada, es que esta Sala Superior advierte que el asunto que nos ocupa se trata de uno de cuantía indeterminada, al haber sido desestimados los montos señalados por el actor en su demanda.
De ahí que se proceda a analizar si el negocio reviste las características que señala la fracción II, del artículo 152 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, para la procedencia del recurso, interpuesto por la entonces Sindica Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, numeral y fracción que dicen:
“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

(…)

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

(…)”

De la exégesis del precepto y fracción trascritos se patentiza contiene las expresiones "importancia" y "trascendencia", referidas como sine qua non, para la procedencia que deben satisfacer los asuntos de cuantía inferior a la establecida en la fracción I del normativo en cita (1500 veces el valor diario de la UMA) o cuando estos sean de cuantía indeterminada, cuyas sentencias pueden ser apeladas ante esta Sala Superior, tópicos que deben examinarse, previamente al estudio del fondo del negocio, es decir, si la parte recurrente razonó los requisitos en comento, pues de no hacerlo el recurso es improcedente.
Cabe señalar que tal como se asentó en el considerando segundo del presente fallo, la apelación interpuesta por la autoridad, como en el caso ocurre, se analiza bajo el tratamiento de estricto derecho, pues a dicha parte no le aplica la institución de la suplencia de la queja deficiente, en términos del numeral 156, párrafo cuarto, de la Legislación aplicable.

Corolario a lo anterior, de los agravios expuestos por la apelante, no se advierte que haga valer razonamiento alguno de por qué el asunto de marras es de importancia y trascendencia.
Para ello, es pertinente dilucidar la expresión gramatical y legal de las referidas expresiones, a falta de texto positivo que puntualice su alcance y acotación.
Pues bien, gramaticalmente, de acuerdo con el Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española, las acepciones que conviene registrar son las siguientes:
Importancia. Cualidad de lo importante, de lo que es muy conveniente o interesante, o de mucha entidad o consecuencia.
Trascendencia. Resultado, consecuencia de índole grave o muy importante.
Llevadas ambas acepciones al campo de lo legal, la "importancia", hace referencia al asunto en sí mismo considerado; mientras que la "trascendencia" gira en torno a la gravedad o a la importancia de la consecuencia del asunto. De este modo, la significación del asunto puede quedar desligada de su trascendencia, porque sus consecuencias dejen de ser graves o muy importantes.
La ley exige la concurrencia de los dos requisitos -unidos entre sí por la conjunción copulativa "y", por lo que si faltare uno de ellos sería superfluo investigar la presencia del otro.
En ese orden de ideas, resultaba indispensable que la autoridad apelante expusiera las razones por las que válidamente se pudiera acreditar que el fallo aquí reclamado en que se declaró la rescisión del contrato de obra suscrito por las partes el siete de marzo de dos mil doce por causas imputables al Ayuntamiento de San Luis Potosí, reviste un carácter extraordinario, o una consecuencia grave que actualizara la "importancia"; ya que en el caso se requieren como condiciones para tal fin las siguientes:
 a). Que la naturaleza intrínseca del asunto  revista un interés superlativo reflejado en la gravedad del tema, es decir en la posible alteración o afectación de valores sociales, políticos  o en general de convivencia, bienestar o estabilidad del Estado mexicano relacionados con la impartición o la administración de la justicia, y 

b) Que el asunto tenga un carácter trascendente reflejado en lo excepcional o novedoso que entrañaría la fijación de un criterio jurídico aplicable para casos futuros o la complejidad sistemática de los mismos.
Es decir, que se trate de casos fuera de lo común en los que no exista un criterio ya discutido y tenga de índole grave o muy importante.

En el caso en particular, la Segunda Sala Unitaria determinó la rescisión del contrato de obra suscrito por las partes el siete de marzo de dos mil doce por causas imputables al Ayuntamiento de San Luis Potosí, en virtud de su incumplimiento de poner a disposición de la parte actora ********** “EL SITIO” ubicado en el **********, impidiéndole esto a la empresa demandante cumplir con el objeto de dicho pacto. 
Mientras que, en lo que atañe a las pretensiones derivadas con la mencionada rescisión, consistentes en el pago de Trabajos Ejecutados y Gastos no Recuperables, por los montos consistentes en ********** respectivamente, como ya se dijo, consideró la imposibilidad de tenerlos por ciertos, atento a las razones y fundamentos que ya han sido plasmados anteriormente en el presente fallo, lo que acarreó como consecuencia que la controversia fuese de aquellas de cuantía indeterminada, lo que le obligaba a la recurrente a satisfacer la importancia y trascendencia del asunto, lo que en el particular no aconteció. 

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, dado que se dilucidan los alcances de dichos tópicos, lo sustentado en la jurisprudencia 2ª./J.153/2002
, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, del rubro y texto:
“REVISIÓN FISCAL. EL HECHO DE QUE EL ASUNTO SE REFIERA A LAS MATERIAS FORESTAL Y AMBIENTAL, NO BASTA PARA TENER POR ACREDITADOS LOS REQUISITOS DE IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA PARA LA PROCEDENCIA DE ESE RECURSO. De la interpretación teleológica del artículo 248 del Código Fiscal de la Federación, así como del análisis de la evolución de su contenido, se advierte que, a partir del quince de enero de mil novecientos ochenta y ocho, en él se estableció el recurso de revisión fiscal como un mecanismo de control de la legalidad de las resoluciones emitidas por el ahora Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, a favor de las autoridades que obtuvieran un fallo adverso en los juicios de nulidad, cuya procedencia está condicionada a la satisfacción de ciertos requisitos formales, como lo es el relativo a la legitimación, y de fondo, como lo son, entre otros, la cuantía y la importancia y trascendencia del asunto. Ahora bien, la importancia y trascendencia en el referido precepto se prevén como elementos propios y específicos que concurren en un determinado asunto que lo individualizan y lo distinguen de los demás de su especie, lo que constituye propiamente su característica de excepcional por distinguirse del común de los asuntos del mismo tipo, de manera que las citadas importancia y trascendencia son cualidades inherentes a cada caso concreto y como tales deben analizarse individualmente en cada revisión interpuesta. En consecuencia, si bien las ramas del derecho administrativo relativas a las materias forestal y ambiental son de interés social y de orden público, para efectos de la procedencia del recurso de revisión fiscal, ello no convierte los asuntos de esas ramas en importantes y trascendentes, ya que igual razón habría, en mayor o menor medida, en los casos de otras materias para considerarlos así; es decir, tan importante y trascendente es la cuestión forestal como la ambiental, la de aguas, la fiscal, la migratoria, la minera, etcétera; de ahí que no basta el tipo de materia sobre la que verse el asunto para que se estime que reúne las características de importante y trascendente, sino que debe guardar particularidades que lo tornen así, toda vez que la finalidad que persigue el artículo en comento es restringir los casos que pueden ser revisados por el Tribunal Colegiado de Circuito, privilegiando los asuntos que sean importantes y trascendentes.”
En ese mismo aspecto, sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, dado que se dilucidan los alcances de dichos tópicos, lo sustentado en la tesis VI.3o.J/1, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, del rubro y texto:
“REVISION FISCAL. CONCEPTO DE IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA DEL ASUNTO. La importancia y trascendencia a que se refiere el artículo 248 del Código Fiscal de la Federación radica en el asunto en sí mismo considerado y no en la forma en que se resolvió. Ahora bien, de acuerdo con el Diccionario de la Real Academia Española, las acepciones gramaticales de importancia y trascendencia son las siguientes: Importancia: Calidad de lo que importa, de lo que es muy conveniente o interesante o de mucha entidad o consecuencia. Trascendencia: Resultado, consecuencia de índole grave o muy importante. Estas acepciones, dan como resultado que deba considerarse que se está en presencia de un asunto que reúne los requisitos de importancia y trascendencia en aquel negocio respecto del cual se puede justificar la necesidad de ser revisado en segunda instancia, mediante razones que no puedan ni podrían formularse en la mayoría de los negocios y menos en la totalidad de los asuntos, porque de aceptar lo contrario, se trataría de un asunto común y corriente y no de importancia y trascendencia en el sentido que establece la ley.”

No pasa inadvertido para esta Sala, que en el escrito de desahogo de vista
 de la parte moral actora **********, se planteó la improcedencia del recurso promovido por la autoridad demandada, por no actualizarse ningún supuesto de los establecidos en el artículo 152 del Código de la materia, en el cual refirió literalmente lo siguiente:

“(…)

PRIMERO. El recurso de apelación que se plantea es improcedente dado que la declaratoria de rescisión contractual de origen tiene sustento en razones que no colman ninguna de las hipótesis o supuestos de procedencia que enuncia el articulo 152 Código Procesal Administrativo para el Estado.

Dado el carácter excepcional de este medio de defensa, para su procedencia, es necesario se colme alguna de las siguientes hipótesis:
ARTÍCULO 152. (…)

Es el caso, que la resolución materia de apelación, no cola ninguno de los 4 supuestos de procedencia que se indica en el ordinal anterior. Veamos:
· Por lo que hace a la fracción I, la resolución ahora controvertida no se ubica en los indicados supuestos habida cuenta que la declaratoria de rescisión de contrato de obra pública que nos ocupa, no trajo aparejado la condena al pago de cantidades, montos o prestación alguna.
· Por cuanto a la fracción II, merece precisar que los alcances de “importancia y trascendencia” se encuentran supeditados a la existencia de una cuantía que en la especia no resulta actualizada al insistir que la declaratoria de rescisión que nos ocupa no trajo aparejado la condena de cantidad alguna. Lo anterior con independencia a la omisión absoluta de la recurrente para sostener esa circunstancia.
· En lo tocante a la fracción III y IV, no resultan colmados estos supuestos dado la resolución apelada no guarda relación alguna con la Secretaria de Finanzas, Tesorerías Municipales, además de que tampoco fue emitida al amparo de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado.
Por tanto, la resolución controvertida, es claro que este no entraña un pronunciamiento que implique la actualización de alguno las hipótesis de procedencia; de ahí que el recurso de apelación que se plantea resulte improcedente.

(…)”

Argumentos que si bien no obligan a esta Sala Superior a atenderlos, lo cierto es que los mismos hacen valer las cuestiones jurídicas asentadas en la presente determinación.

En razón de todo lo expuesto, se considera que el recurso de apelación planteado por la Síndica Municipal y representante legal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, San Luis Potosí, en contra de la resolución de cuatro de diciembre de dos mil veinte, emitida por la Segunda Sala Unitaria del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado, resulta improcedente, al no satisfacer lo dispuesto en la fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y en consecuencia ello impide entrar al estudio del fondo del asunto sentenciado, dentro del juicio contencioso génesis.
Asimismo, se precisa que el sentido en que se resuelve la presente instancia, tampoco prejuzga sobre los razonamientos que expuso el A quo al dictar la determinación impugnada, en virtud de la improcedencia expuesta; lo que implica que al resolver esta instancia no se logre realizar pronunciamiento en relación con las consideraciones de fondo invocadas por éste; y por ende, conlleva a dejar incólume todos y cada uno de los efectos legales determinados en la sentencia combatida, como una confirmación de fallo tácita.
No es óbice a la anterior conclusión, como ya se dijo, el hecho de que el veintidós de febrero de dos mil veintiuno, se haya admitido a trámite el recurso de apelación, ya que con ello no se vulneran los derechos de las partes, pues como lo ha sostenido la Tesis Jurisprudencial que enseguida se transcribe, no se infringe el derecho al acceso a la justicia, pues la improcedencia que se decreta no se conoce de manera indubitable o de forma manifiesta, sino que es necesario un holístico análisis posterior de las diferentes normas aplicables a la hipótesis planteada en el caso concreto; esto es, que no se vulnera el artículo 17 constitucional, pues su ejercicio se encuentra sujeto al cumplimiento de determinados presupuestos y cargas procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta administración de la justicia en el fallo correspondiente, a pesar de que hubiese pronunciamiento respecto a la admisión del recurso, ya que es una determinación que por su naturaleza no causa estado.

Ilustra a lo anterior, la Tesis Jurisprudencial anunciada IV.3º.A.J/5, que reza:

“AUTO ADMISORIO DE PRESIDENCIA. NO CAUSA ESTADO. La determinación contenida en el auto admisorio de presidencia corresponde a un examen preliminar del asunto emitido por el presidente del tribunal en ejercicio de las atribuciones que para dictar acuerdos de trámite le otorga la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, de ahí que al constituir resoluciones de mero trámite tendientes a la prosecución de los procedimientos de la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, necesaria para el pronunciamiento de la resolución definitiva correspondiente, no causen estado, por lo que el Tribunal Colegiado en Pleno está facultado para analizar en definitiva la competencia del órgano terminal de amparo, así como la procedencia del amparo o del recurso previamente admitido por acuerdo de presidencia y, de resultar aquéllos improcedentes, resolver lo que corresponda conforme a derecho, con plenitud de jurisdicción y con vista a todo el asunto.”.

Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la licenciada Verónica Tapia Hernández para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se:

RESUELVE

ÚNICO. Se declara improcedente el recurso de apelación, promovido por la Síndica Municipal y representante legal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, San Luis Potosí, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el considerando QUINTO de esta resolución; por ende, conlleva a dejar incólume todos y cada uno de los efectos legales determinados en la sentencia combatida, como una confirmación de fallo tácita.
Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal a la parte moral actora **********, y por oficio a la autoridad demandada (apelante); remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la licenciada Teresa de Jesús Molina Aguiñaga, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I en relación con el 20 fracción X del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. 

RÚBRICAS.
“En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
� “ARTICULO 51. La ejecución de la obra o servicios relacionados con la misma contratados deberán iniciarse en la fecha señalada, y para ese efecto, la institución contratante oportunamente pondrá a disposición del contratista el o los inmuebles en que deba llevarse a cabo. El incumplimiento de la institución prorrogará en igual plazo, la fecha originalmente pactada para la terminación de los trabajos.


Una vez iniciados los trabajos, el contratista notificará a la institución en un plazo de treinta días naturales cualquier variación de los volúmenes o trabajos a ejecutar, contando ésta con un plazo no mayor de veinte días naturales para la regularización y autorización de los expedientes correspondientes.”





� “ARTICULO 58. En la suspensión, rescisión administrativa o terminación anticipada de los contratos de obra pública y servicios relacionados con la misma, deberá observarse lo siguiente:


I. Cuando se determine la suspensión de la obra o servicios relacionados con la misma, o se rescinda el contrato por causa imputable a la institución, ésta pagará los trabajos ejecutados, así como los gastos no recuperables, siempre que éstos estén debidamente comprobados y se relacionen directamente con el contrato de que se trate;





� Foja 950 de los autos del Juicio de Origen





� “ARTÍCULO 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”





� Foja 12 y 13 del Toca





� “ARTÍCULO 220. …


Cuando la personalidad de la autoridad conste en el Periódico Oficial del Estado, bastará que se indique la fecha de su publicación.


...”


� Foja 25 del Toca





� Tomo complementario I que consta de 588 fojas útiles (cuaderno de pruebas)


Tomo complementario II que consta de 732 fojas útiles (cuaderno de pruebas)


Tomo complementario III que consta de 784 fojas útiles (cuaderno de pruebas)


Tomo complementario IV que consta de 653 fojas útiles (cuaderno de pruebas)


Cuadernillo incidental uno que consta de 691 fojas útiles 


Cuadernillo incidental dos que consta de 35 fojas útiles





� fojas 26-30 del presente toca.


� Foja 31 del Toca


� Foja 39 y 40 del Toca


� Foja 43 del Toca


� Foja 44 del Toca


� Foja 47 del Toca.





� Quedando debidamente notificadas según constancias que obran agregadas a fojas 49 y 50 del Toca.





� Foja 51-53 del Toca


� Fojas 55-57 del Toca


� ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”





� Registro digital: 2019949 Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Civil Tesis: VI.2o.C. J/206 Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 66, Mayo de 2019, Tomo III, página 2308 Tipo: Jurisprudencia; “LEGITIMACIÓN, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La legitimación de las partes constituye un presupuesto procesal que puede estudiarse de oficio en cualquier fase del juicio, pues para que se pueda pronunciar sentencia en favor del actor, debe existir legitimación ad causam sobre el derecho sustancial, es decir, que se tenga la titularidad del derecho controvertido, a fin de que exista una verdadera relación procesal entre los interesados. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.”


Registro digital: 240057 Instancia: Tercera Sala Séptima Época Materias(s): Común Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 205-216, Cuarta Parte, página 203 Tipo: Jurisprudencia: “LEGITIMACION, ESTUDIO OFICIOSO DE LA. La falta de legitimación de alguna de las partes contendientes constituye un elemento o condición de la acción que, como tal, debe ser examinada aun de oficio por el juzgador.”





� Acuerdo Plenario de veintidós de enero de dos mil veinte del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.





� Suprema Corte de Justicia de la Nación Registro digital: 178665 Instancia: Primera Sala Novena Época Materias(s): Común Tesis: 1a./J. 25/2005 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXI, Abril de 2005, página 576 Tipo: Jurisprudencia “PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES DE RESOLVER EL FONDO DE LA CUESTIÓN PLANTEADA. El derecho a la tutela jurisdiccional establecido por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no es ilimitado, sino que está restringido por diversas condiciones y plazos utilizados para garantizar la seguridad jurídica. Así, las leyes procesales determinan cuál es la vía en que debe intentarse cada acción, por lo cual, la prosecución de un juicio en la forma establecida por aquéllas tiene el carácter de presupuesto procesal que debe atenderse previamente a la decisión de fondo, porque el análisis de las acciones sólo puede llevarse a efecto si el juicio, en la vía escogida por el actor, es procedente, pues de no serlo, el Juez estaría impedido para resolver sobre las acciones planteadas. Por ello, el estudio de la procedencia del juicio, al ser una cuestión de orden público, debe analizarse de oficio porque la ley expresamente ordena el procedimiento en que deben tramitarse las diversas controversias, sin permitirse a los particulares adoptar diversas formas de juicio salvo las excepciones expresamente señaladas en la ley. En consecuencia, aunque exista un auto que admita la demanda y la vía propuesta por la parte solicitante, sin que la parte demandada la hubiere impugnado mediante el recurso correspondiente o a través de una excepción, ello no implica que, por el supuesto consentimiento de los gobernados, la vía establecida por el legislador no deba tomarse en cuenta. Por tanto, el juzgador estudiará de oficio dicho presupuesto, porque de otra manera se vulnerarían las garantías de legalidad y seguridad jurídica establecidas en el artículo 14 constitucional, de acuerdo con las cuales nadie puede ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento. Luego entonces, el juzgador, en aras de garantizar la seguridad jurídica de las partes en el proceso, debe asegurarse siempre de que la vía elegida por el solicitante de justicia sea la procedente, en cualquier momento de la contienda, incluso en el momento de dictar la sentencia definitiva, por lo que debe realizar de manera oficiosa el estudio de la procedencia de la vía, aun cuando las partes no la hubieran impugnado previamente.”


� Fojas 96-101 del expediente de origen.





� Fojas 805-923 del expediente de origen.





� Cláusula Quincuagésima


� TOMO I: Anexos 2, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12 y 13.


TOMO II: Anexos 14, 15, 16, 17 y 18.


TOMO III: Anexo 19.


TOMO IV: Anexos 20, 21 y 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38 y 39 y 40.





� ART. 273.- El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones.


� Registro digital: 185056. Instancia: Segunda Sala, Novena Época, Materias(s): Administrativa, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, tomo XVII, enero de 2003, página 667.





� Registro digital: 203696. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Administrativa, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, tomo II, diciembre de 1995, página 442.





� Foja 17 a 24 del Toca.


� Época: Novena Época: Registro: 178807; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Tipo: Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Tomo XXI, abril 2005, Materia(s): Común, Página: 1126.





� ARTÍCULO 22 BIS.- Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales”, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera.





� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; 


(…)”


“Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y


(…)”
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